Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 24 minutos) 


La Comisión de Salud Pública da la bienvenida a los representantes de la Federación Médica del Interior -FEMI- a quienes pedimos 
disculpas por la tardanza en conceder la entrevista que habían solicitado para expresar la opinión que les merecían las medidas 
que había propuesto el actual Ministro de Salud Pública para encarar la crisis del mutualismo. El motivo de la demora radica en el 
hecho de que estábamos abocados al estudio de un proyecto de ley muy complejo que nos llevó mucho tiempo. 


Dicho esto, cedemos el uso de la palabra al señor Presidente de la FEMI, doctor Fernández. 


SEÑOR FERNANDEZ.- En primer lugar, queremos manifestar nuestro agradecimiento por la posibilidad que nos brindan de 
expresarnos ante esta Comisión. 


Como expresó el señor Presidente de la misma, nuestra solicitud estaba vinculada fundamentalmente a un anuncio de medidas 
propuestas por el Ministerio de Salud Pública, algunas de las cuales requerían la participación del Poder Legislativo para su 
aprobación. A pesar de que, de alguna manera esto ha quedado relativizado por otras circunstancias de actualidad, entendimos 
que, debido a la situación que vive el sector salud y, en particular nuestro sub sistema asistencia del interior del país conformado 
por la Federación Médica del Interior, igualmente era oportuno concurrir a esta Comisión para informar y exponer cuál es nuestra 
realidad, así como las expectativas y dificultades que hoy tenemos. 


Como saben los señores Senadores, la Federación Médica del Interior es representante gremial de alrededor de 2400 médicos que 
trabajan y viven en el interior del país y también de un subsistema asistencial conformado fundamentalmente por 23 cooperativas 
médicas de asistencia que funcionan en el interior. A su vez, está integrada por una central de compras de medicamentos e 
insumos médicos, cooperativa que está instalada en la capital y un centro de referencia tecnológico y docente, que es el Sanatorio 
Americano. Asimismo, en FEMI funcionan algunos institutos de medicina altamente especializada, que son propiedad de las 
instituciones y del que destacamos el recientemente inaugurado Centro de Cirugía Cardíaca que se encuentra en la órbita del 
Sanatorio Americano. 


Si bien somos conscientes -y todos lo sabemos- de que la mayoría de los problemas que afectan al sector de la salud son de 
carácter general y, por lo tanto, tienen su incidencia en la capital y en el interior, en este último existen algunos aspectos que 
marcan profundas diferencias con la realidad capitalina. Estos aspectos están vinculados a elementos laborales, económicos, 
sociales y productivos que, por supuesto, inciden también en la situación del sector de la salud y, en particular, en la del subsector 
privado de la asistencia médica colectiva del interior del país. 


Con respecto a esas diferencias que mencionamos, sobre todo en lo que hace al aspecto social y económico, podemos mencionar 
dos indicadores. Por un lado, podemos hacer referencia a la realidad de los ingresos familiares. De acuerdo a los datos del Instituto 
Nacional de Estadística, los ingresos de las familias del interior tienen casi una diferencia de un 50% menos con respecto a los de 
los hogares de la capital. Por otro, los indicadores de desempleo muestran un deterioro de esta situación, que es más profunda en 
el interior. 


Toda esta situación social, económica y laboral repercute, y en gran forma, en el funcionamiento del sistema de la asistencia 
médica colectiva en el interior. En ese sentido, también tenemos diferencias importantes con respecto a las características del 
sistema montevideano. Si observamos la composición de afiliados, vamos a ver que en el interior solamente un 30% o menos de la 
población obtiene su cobertura en salud a través de la asistencia médica colectiva o del subsector privado y, prácticamente el 70% 
o más de la población, de alguna forma ha resuelto su cobertura asistencia en el sector público. 


Todo lo contrario sucede en Montevideo, en donde casi se invierte en esos porcentajes, pues casi un 70% de su población está 
vinculada al sector privado y un 30% -o un poco más- al público. 


A su vez, si observamos el origen de los afiliados al sistema privado en el interior, particularmente el de la Federación Médica del 
Interior, veremos que, de esos 465.000 afiliados -que hoy son nuestro universo- aproximadamente el 70% proviene de contratos 
con instituciones públicas y solamente un 25% o un 30% son afiliados que pagan su cuota en forma individual o a través de 
convenios colectivos, también de origen privado. Menciono esto, para marcar otro rasgo fundamental del sistema federal del 
interior, que es la altísima dependencia que tenemos del Estado por esta composición tan especial de afiliación. 


Esto está marcando una situación de altísima dependencia estatal que, en este momento, se ve muy afectada por factores de 
atrasos en los pagos de las obligaciones que tiene el Estado con las instituciones de asistencia médica de FEMI. Para explicar 
mejor esta situación debemos hacer mención a algunos datos que surgen de los estados de resultados y de la situación patrimonial 
de nuestra organización. 


El Ejercicio correspondiente a 2003 acaba de cerrar al 30 de setiembre, por lo que no disponemos aún de datos consolidados de 
los balances respectivos. No obstante, si comparamos los datos primarios con los que quedaron establecidos al cierre del Ejercicio 
de 2002, veremos que, al 30 de setiembre de dicho año, el estado de resultados del conjunto de las instituciones de FEMI mostraba 
un equilibrio -incluso, podríamos hablar de un pequeño superávit, que no era significativo y por eso hablamos de un equilibrio de 
resultados- con un estado de situación patrimonial francamente positivo, de unos U$S 65:000.000, una relación de activos 
corrientes sobre pasivos corrientes que era bastante razonable o un indicador que se aproximaba a la unidad -o sea que para este 
tipo de empresas teníamos un indicador de liquidez de, aproximadamente, 0,84 ó 0,85, lo cual entendíamos adecuado- y un estado 
de endeudamiento de alrededor de U$S 45:000.000 del pasivo total. El componente fundamental de este último estaba en el pasivo 
financiero y con proveedores y, en tercer lugar, el pasivo relacionado a las deudas laborales, con un peso menor en el total, sobre 
todo endeudamiento laboral a expensas del sector médico y, en menor proporción, del sector no médico. 


Esta situación, al 30 de setiembre de 2002, francamente se viene deteriorando. Si bien, como decíamos, aún no disponemos de los 
datos consolidados, sí sabemos que el endeudamiento de 2003 se mantiene en alrededor de U$S 45:000.000. Sin embargo, el 
estado de resultados va a cerrar con un déficit y, seguramente, el patrimonio va a disminuir. Esta situación de deterioro está 
pautada, fundamentalmente, por dos grandes razones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se puede estimar cuál va a ser el déficit, aproximadamente? 


SEÑOR FERNANDEZ.- Estimamos, con el contador Machado, que el déficit puede rondar en dos o tres puntos. Reitero que se 
trata de una estimación. 


Como decía, este deterioro obedece a dos grandes causas. Las primeras son de orden general, es decir, las mismas que afectan al 
universo de las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva en el país, razones en cuyo análisis no vamos a ingresar porque son 
muy conocidas, pero todos sabemos que la operativa de este tipo de empresas se ha visto afectada en Montevideo y también en el 
interior. 


Pero a esas razones de orden general hay que agregarle otro factor -que es peculiar- que está incidiendo e impactando 
fuertemente, en el interior del país, en las instituciones de la Federación Médica: es un fenómeno financiero que está causando un 
enorme perjuicio y que tiene que ver con la deuda que el Estado mantiene con nuestras empresas. Este fenómeno financiero, a 
esta altura, está generando un perjuicio económico porque la deuda global que el Estado mantiene con nosotros al momento actual 
la estimamos en unos U$S 10:500.000. Esta suma, como ustedes comprenderán, es lo suficientemente significativa como para 
generar un impacto y este perjuicio económico. 


Fundamentalmente, esta deuda tiene tres orígenes. Por un lado, tenemos algunos Gobiernos Municipales -algunas Intendencias- 
que mantienen una fuerte suma de dinero adeudado con las instituciones de los departamentos correspondientes. Nos referimos, 
básicamente, al departamento de Rocha, donde la Comuna mantiene una deuda con la cooperativa local, de unos U$S 3:500.000, 
al de Canelones, donde su Intendencia tiene una deuda de, aproximadamente, U$S 3:000.000 con las tres instituciones que 
funcionan en el departamento canario, y al de Artigas, donde la Intendencia debe a GREMEDA -que es la cooperativa local- unos 
U$S 800.000. 


Por otro lado, a esta suma aproximada de U$S 7:000.000 debemos agregarle obligaciones que están pendientes de pago por parte 
del Ministerio del Interior, por servicios prestados a la Dirección Nacional de Sanidad Policial y deudas que mantiene el Ministerio 
de Salud Pública también por servicios prestados a la Administración de Servicios de Salud del Estado, es decir, a ASSE. En su 
conjunto, estas cifras ascienden a U$S 3:000.000 o U$S 3:500.000 más, que, a grandes rasgos, se reparten en un 50% para el 
Ministerio de Salud Pública y en otro 50% para el Ministerio del Interior. 


Todo esto ocurre mientras que las instituciones de la Federación Médica del Interior están absolutamente al día con sus 
obligaciones frente al Estado. Estamos hablando de obligaciones frente a cualquier organismo estatal incluido el Ministerio de 
Salud Pública, dado que hay algunas localidades en el interior del país en las que nuestras instituciones utilizan o consumen 
servicios de dicha Cartera, de ASSE. Este tipo de servicios y las obligaciones correspondientes están absolutamente canceladas a 
la fecha, por lo que podemos decir que hoy no existe ninguna obligación exigible a alguna institución de la Federación Médica del 
Interior, por parte del Ministerio de Salud Pública o de algún otro organismo del Estado. 


Por lo tanto, creemos que esta situación le da más legitimidad aún a nuestro planteo de buscar soluciones que atiendan a esta 
situación de endeudamiento, tan importante, que mantiene el Estado con la Federación Médica del Interior. 


Dentro de esta situación tan compleja y de este momento tan complicado que atraviesan nuestras instituciones, comprenderán 
ustedes que se hace muy difícil para muchas de ellas -por no decir para todas- seguir brindando y sosteniendo este tipo de 
convenios en donde, para mantener la asistencia, se incurre en altísimos costos -como los relativos a los insumos y materiales de 
uso médico y a la mano de obra necesaria para llevar adelante la prestación médica- y no se recibe, en contrapartida, la 
correspondiente contraprestación en el pago del precio que se estableció en el contrato suscrito. 


En el marco de esta situación, tomó actualidad y relevancia en los últimos días la problemática que se está transitando en virtud del 
convenio con el Ministerio del Interior para la atención de los policías en el interior. Como ustedes saben, la asistencia médica para 
los policías en actividad y retirados en el interior del país, desde hace muchos años, el Ministerio del Interior, a través de la 
Dirección Nacional de Sanidad Policial, la contrata a instituciones de asistencia médica mediante procesos de licitación pública. 


El último llamado para la cobertura de estos servicios se realizó en el año 2002. La licitación fue ganada por instituciones 
pertenecientes a la Federación Médica del Interior en 17 departamentos, entre los cuales no se encontraba Maldonado, en donde 
ganó una institución que no pertenece a nuestro sistema. En los departamentos restantes, pues, las nuestras han venido prestando 
el servicio a entera satisfacción, tanto de los usuarios -y así lo han manifestado a través de sus Círculos de Policías en actividad y 
retirados- como de la propia Dirección Nacional de Sanidad Policial. 


También debemos decir que a lo largo de todo este período hemos venido asistiendo a una situación de permanentes atrasos en 
los pagos mensuales previstos en el convenio y pautados en la licitación, en la que se señala que a mes vencido debe producirse el 
pago del precio fijado en aquel. Esto nos ha obligado, entonces, a encarar permanentes gestiones frente a autoridades del 
Ministerio del Interior, a los efectos de ir resolviendo mensualmente esta situación. Así, sólo en lo que va del año 2003 se ha 
acumulado una deuda de $ 48:000.000. Por ello, llegado a este punto, en las últimas semanas hicimos una serie de gestiones y 
tomamos contacto con autoridades del Ministerio del Interior y con el señor Ministro de Economía y Finanzas para plantearles esta 
situación dado que, entre otras cosas, los fondos para hacer frente al pago de estos convenios son liberados por esta Secretaría de 
Estado; también hablamos con representantes de Círculos de Policías en actividad y retirados. 


Finalmente, pedimos la creación de un ámbito en el Ministerio de Economía y Finanzas donde poder plantear una negociación, un 
tratamiento y una solución a este tema. Naturalmente que somos conscientes de que en este momento el país no está en 
condiciones de hacer frente en forma inmediata a la totalidad de esta deuda. No obstante, nos parece absolutamente razonable 
llegar a un acuerdo para ver cómo solucionamos esta deuda generada por el Estado, en el que no descartamos, como solución, la 
compensación de obligaciones. 


Otro punto que queremos resolver es dar estabilidad y continuidad a este convenio y asegurar de alguna forma que de aquí en 
adelante todos los meses se reciba el pago de los servicios que brindamos. Creemos que ambos planteos están dentro de una 
lógica de lo posible y que son algo absolutamente razonable. 


Entonces, estamos pendientes de que se nos convoque a esa mesa de negociación, de diálogo que fue prometida por autoridades 
del Ministerio de Economía y Finanzas, y estamos apostando a que esa sea la vía de tratamiento de este tema porque, si no 
encontramos una solución por estos caminos, nos veremos imposibilitados de seguir brindando este servicio. Su interrupción - 
concretamente, nos referimos al que damos a Sanidad Policial en primer lugar- seguramente va a ocasionar perjuicios a todas las 
partes: ante todo, a nuestro sistema cooperativo, que lo último que desea es desprenderse de un convenio, pero que por una 
mínima razón de eficiencia en la gestión no puede seguir prestando un servicio que no cobra; a la propia Dirección Nacional de 
Sanidad Policial, porque la interrupción de la atención médica a 22.000 policías en el interior del país le provocará un caos; y, 
fundamentalmente, a los beneficiarios, a los usuarios, que mucho aprecian la atención que están recibiendo en este momento por 
parte de las instituciones pertenecientes a la FEMI. 


Estamos muy preocupados por la situación emergente, en este caso, del convenio con la Dirección Nacional de Sanidad Policial y, 
fundamentalmente, por el concepto global de adeudos que el Estado mantiene con nuestro sistema cooperativo. Somos 
conscientes de que el tratamiento y la responsabilidad sobre estos temas no recaen en el Poder Legislativo sino que son inherentes 
al Poder Ejecutivo. De todas maneras, por la importancia que tiene para nuestro sistema y por los perjuicios que pueden ocasionar 
estas situaciones a la población del interior si no se logra una solución, entendimos pertinente enterar a esta Comisión de nuestra 
situación y de nuestras preocupaciones en este momento crucial. 


Con esta exposición hemos dado un panorama general y, por supuesto, estamos dispuestos a ampliarla y a contestar las preguntas 
que los señores Senadores deseen formularnos. 


SEÑORA XAVIER.- El informe fue muy claro, pero se me presenta una duda con relación al préstamo del Banco Interamericano de 
Desarrollo. Hubo muchas idas y venidas y no sé si finalmente el ámbito de salud cooperativo del interior fue beneficiario de alguno 
de los montos que, obviamente, se vieron reducidos. De alguna forma, uno siente que la situación no es muy auspiciosa. La deuda 
de las Intendencias parece bastante difícil de cobrar. La compensación de la deuda con el resto del Estado, con los Ministerios, 
después de tanto tiempo de haberlo reclamado, parece que ya debería funcionar más aceitadamente, no sólo para ustedes, sino 
para el resto de las instituciones de salud. Obviamente, estos constituyen elementos de desestabilización de la situación. Todos 
estamos contestes de que no se soluciona el Fondo con esta situación, pero también es una realidad que desestabiliza y genera 
situaciones de emergencia. 


Quería saber si esto es así y qué valoración tienen en ese sentido. 


SEÑOR EGUREN.- El préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo consistió, en primer término, en fondos que estuvieron 
destinados, principalmente, al mutualismo de Montevideo en aplicación de ciertos planes que no se ajustaban a las necesidades de 
las instituciones de FEMI. No obstante, se hicieron gestiones para que, aplicando criterios de equidad y justicia, esos fondos 
también pudieran terminar aliviando la situación de endeudamiento de nuestras instituciones. Fue así que, luego de una larga 
negociación y con la participación muy activa de los Ministerios de Economía y Finanzas, Salud Pública e Interior, se logró un 
acuerdo por el cual todas las deudas que mantenían justamente las instituciones a las que hacía referencia el doctor Yamandú 
Fernández recientemente, es decir las deudas de Sanidad Policial y de Salud Pública correspondientes a los años 2000 a 2002, se 
cancelaron a través de un complejo entramado jurídico, aplicando esos fondos del Banco Interamericano de Desarrollo. FEMI tomó 
un préstamo del Banco de la República que, a su vez, estaba calzado con fondos del Banco Interamericano de Desarrollo, a pagar 
en un plazo de quince años. El Estado se hizo cargo de pagar esas deudas. Hizo una cesión de deudas que, finalmente, permitió 
que ese enorme endeudamiento de alrededor de $ 170:000.000 se pudiera liberar. Eso permitió paliar, de alguna manera, el 
problema financiero que atravesaban nuestras instituciones. 


Es decir que hasta diciembre de 2002 -en estos días estamos cerrando el último de los tramos- se pudieron aplicar esos fondos. 
Ahora habrá otras instancias vinculadas con el BID para las instituciones de Montevideo. Sabemos que en el mes de noviembre 
estas instituciones van a tener la liberación de otro tramo del préstamo, por lo menos, para aquellas que lograron encuadrarse 
dentro de los requerimientos de dicho préstamo. 


SEÑOR MACHADO.- Aclarando un poco más lo que señalaba el doctor Eguren, diría que es distinta la situación de Montevideo y 
del interior con respecto al acceso a estos fondos del BID. En el caso de Montevideo, fue un préstamo a las instituciones y en el 
caso del interior, se utilizaron fondos del BID para cancelar deudas del Estado con las instituciones. Por lo tanto, son dos conceptos 
totalmente distintos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En algún momento del conflicto de CIMA, en la parte más crítica, realizamos alguna gestión frente al 
Ministro de Economía y Finanzas de entonces, el actual Senador Atchugarry, logrando un mecanismo que fue el que ustedes 
habían propuesto en las actuales conversaciones, es decir, el canje de la deuda que el Estado tenía con algunas instituciones, para 
paliar el déficit generado. 


El doctor Fernández hizo mención a conversaciones que mantuvieron con el Ministro de Economía y Finanzas -supongo que el 
contador Alfie- por lo que quisiera saber a qué conclusiones se llegó o qué expectativas tienen con respecto a ese diálogo. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Fue una conversación telefónica; no una entrevista personal, y estuvo vinculada, fundamentalmente, a la 
problemática emergente de la situación con Sanidad Policial, es decir, de los 22.000 policías que de no encontrar una salida 
quedarían sin asistencia médica por parte de FEMI. En esa conversación apuntamos a encontrar una salida a este tema. 
Finalmente, lo que quedó planteado y prometido, ahí sí, en una reunión de negociación, fue la posibilidad de manejar alternativas 
de solución para el tratamiento de los beneficiarios de Sanidad Policial. 


Ahí trataríamos de colocar el tema de la Sanidad Policial en el marco conceptual de la deuda global del Estado. En esa instancia 
pensamos plantear, como una de las alternativas, las compensaciones de adeudos. En consecuencia, es una instancia que aún no 
se ha producido ya que la conversación con el señor Ministro de Economía y Finanzas fue para tratar de sortear una encrucijada en 
el sentido de que si no se encontraba una solución inmediata en este tema, nos veríamos obligados a interrumpir los servicios, lo 


que le está generando, como decíamos, perjuicios a todas las partes involucradas. Por lo tanto, había que buscar en forma 
inteligente, una solución a este tema. 


Estamos muy expectantes de que seamos convocados finalmente por parte del Ministerio de Economía y Finanzas para poder 
procesar, en un ámbito de trabajo, soluciones a esta situación. 


SEÑORA POU..- Más allá de las momentáneas dificultades, quisiera destacar lo que ha sido la vinculación del Ministerio del Interior 
con FEMI pero, fundamentalmente, vista desde el lado de los usuarios. Creo que esta vinculación fue altísimamente satisfactoria, 
ya que fue muy bien llevada a cabo. Es bueno que hagamos estas precisiones porque lo hemos percibido ya que este Senado, y 
cada uno de sus integrantes, es una caja de resonancia de las realidades del país. 


Por otra parte, debo expresar que en algún momento, cuando la situación del país era mejor que la actual y no había ingresado en 
la crisis del año pasado, habíamos propuesto una compensación de cuentas en el Estado, inclusive, habíamos puesto el ejemplo 
de las Intendencias y los Entes. Parecería que en momentos difíciles, esto tendría más razón; en lugar de pensar que era para 
mejores situaciones, diría, que es casi un instrumento adecuado para momentos de crisis. Así que creo que es buena la idea de 
profundizar en la compensación como un instrumento. 


SEÑOR MACHADO.- Quisiera agregar un comentario. En cierta forma, lo único que se ha logrado como cancelación a través de 
papeles del Estado es la deuda reconocida por el SIIF del Ministerio de Economía y Finanzas hasta abril de 2003 mediante 
documentos a cobrar en veinticuatro cuotas a partir de noviembre; esos documentos están destinados a la cancelación de las 
obligaciones con la Seguridad Social y la Dirección General Impositiva. Nuestra aspiración es que ese sistema continúe a lo largo 
de todo el año. Por cierto, no es lo que más nos interesa, pero si la solución es esa, tomémosla hasta que encontremos otra. Pero 
hasta ahora no hemos tenido una respuesta favorable. Por supuesto, vamos a volver a plantearlo pero, además, nos encontramos 
con las deudas hasta abril y con que no se tuvo en cuenta su totalidad dado que la Contaduría General de la Nación solamente 
consideró aquellas facturas que habían sido intervenidas por el Tribunal de Cuentas, y como la intervención de este Tribunal es 
demasiado lenta -o, por lo menos, tenía un atraso significativo- sólo fue reconocido no más de un 65% de los importes adeudados 
hasta abril. El resto sigue sin reconocerse y, lógicamente, no entró en este mecanismo de emisión de papeles para cancelar 
obligaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de la delegación de FEMI y adelantamos que esta Comisión queda 
abierta a futuros intercambios que, por cierto, van a ser absolutamente necesarios de acuerdo a como están evolucionando las 
situaciones. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Vamos a dejarles unas carpetas con algunos documentos, parte de los cuales fueron enviados por 
correspondencia, que contienen nuestra posición sobre un tema que, quizás, perdió actualidad, pero que requiere la participación 
del Poder Legislativo; me refiero al anuncio que hiciera el señor Ministro Bonilla sobre el envío de un proyecto de ley para eliminar 
el tope del 10% a las afiliaciones parciales que tienen las instituciones de asistencia médica colectiva. En estos documentos está 
resumida nuestra posición al respecto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 57 minutos.) 
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